PAGE  
9

INFORME Nº 122/10

PETICIÓN 475-00
ADMISIBILIDAD

CARLOS ARTURO BETANCOURT ESTRADA Y OTROS

COLOMBIA

23 de octubre de 2010
I.
RESUMEN

1. El 18 de septiembre de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por Javier L. Villegas Posada (en adelante “el peticionario”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado”, “el Estado colombiano” o “Colombia”) por la omisión de los agentes del Estado en evitar la toma como rehén de Carlos Arturo Betancourt Estrada por un grupo armado ilegal el 14 de noviembre de 1999 en la finca Normandía, corregimiento El Hatillo, municipio de Barbosa, departamento de Antioquia, los hostigamientos y amenazas contra él y su familia que los habría obligado a salir del país, y la ausencia de esclarecimiento judicial de los hechos y la consecuente falta de indemnización de daños y perjuicios individuales, así como los daños causados a las empresas de propiedad de su familia SUMIDAN y DOTAEMPRESAS Y CIA LIMITADA.
2. El peticionario alegó que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, la libertad personal, las garantías judiciales y la protección judicial, establecidos en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”), en relación con el deber de garantía, conforme al artículo 1(1) de dicho Tratado.  El peticionario sostiene que en el presente caso sería aplicable la excepción al requisito del previo agotamiento de los recursos internos establecida en el artículo 46(2)(b) de la Convención Americana en vista de que la presunta víctima habría sido impedida de agotar los recursos internos.
3. Por su parte, el Estado alegó que los reclamos del peticionario eran inadmisibles en vista de que se habría incumplido con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.  Asimismo, alegó la falta de competencia ratione materiae de la Comisión para conocer de presuntas violaciones a disposiciones de derecho internacional humanitario y la falta de competencia ratione personae, así como la ausencia de caracterización de los hechos como presuntamente violatorios de la Convención Americana.
4. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el reclamo admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 5, 7, 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana, y decidió declarar inadmisible el artículo 4 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. La CIDH registró la petición bajo el número P475-00 y tras efectuar un análisis preliminar, el 16 de marzo de 2009 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de dos meses para presentar información de conformidad con el artículo 30(3) del Reglamento.  El 2 de abril de 2009 se recibió en la Comisión un escrito del Estado solicitando que se le envíe nuevamente las partes pertinentes de la petición en vista de que no era legible.  El 3 de abril de 2009 la Comisión procedió a transmitir nuevamente copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de dos meses para presentar información de conformidad con el artículo 30(3) del Reglamento.

6. En respuesta, el Estado solicitó una prórroga de treinta días para presentar sus observaciones, la cual fue otorgada por la CIDH.  El Estado presentó sus observaciones el 2 de julio de 2009, y éstas fueron transmitidas al peticionario para sus observaciones.  La CIDH recibió las observaciones del peticionario el 14 de agosto de 2009, las cuales fueron trasladadas al Estado con un plazo de un mes.  El Estado solicitó una prórroga de treinta días para presentar sus observaciones, la cual fue otorgada por la CIDH.  El 29 de octubre de 2009 el Estado solicitó una nueva prórroga de treinta días para presentar sus observaciones, la cual fue otorgada por la CIDH.  El 18 de diciembre de 2009 el Estado presentó sus observaciones.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A.
Posición del peticionario
7. El peticionario señala que el 14 de noviembre de 1999 Carlos Arturo Betancourt se encontraba junto a su familia celebrando el cumpleaños de su hija July Susana Betancourt en la finca Normandía, corregimiento de El Hatillo, municipio de Barbosa, departamento de Antioquia, cuando se produjo una llamada telefónica anónima en la que se indicó “en la fiesta iba a ocurrir algo desagradable”.  Indica que inmediatamente Carlos Arturo Betancourt dio cuenta de la amenaza a la Policía local, quienes respondieron que “cuando pasara lo que iba a pasar ellos se harían presentes”.  Alega que horas más tarde se presentaron a la finca unos individuos armados quienes se habrían llevado a Carlos Arturo Betancourt.
8. Indica que el 15 de noviembre de 1999 Rubén Darío Echeverry Zapata, amigo de Carlos Arturo Betancourt y testigo de los hechos, interpuso una denuncia ante el Grupo de Acción Unificada por la Libertad Personal (GAULA) No. 2 de Medellín por el delito de secuestro y la privación ilegal de la libertad de Carlos Arturo Betancourt.  En la denuncia, radicada bajo el No. 083, Rubén Darío Echeverry señaló que uno de los individuos armados se habría identificado como miembro del Ejército de Liberación Nacional (ELN).  Indica que horas después del secuestro los familiares comenzaron a recibir llamadas exigiendo que paguen una alta suma de dinero (un millón de dólares) para la liberación de Carlos Arturo Betancourt.
9. El peticionario indica que la familia de Carlos Arturo Betancourt indicó al GAULA “que ellos por ningún motivo iban a aceptar la liberación por medio de un rescate que ellos iban a tratar de negociar con los captores y que si ellos algún día necesitaran de la asesoría del grupo, ellos acudirían a[l] [GAULA] […]. De allí en varias ocasiones ellos pedían concepto cuando se les presentaban situaciones un poco difíciles”
.  El peticionario alega que tres meses después, el 17 de febrero de 2000, y tras el pago de $550.000.000 pesos colombianos (aproximadamente $360.000 dólares) Carlos Arturo Betancourt habría sido liberado.  Alega que durante su privación de libertad habría sido objeto de torturas físicas y psicológicas y que en ese periodo las autoridades no habrían adelantado acciones a fin de lograr su liberación y sancionar a los responsables.
10. Alega que pocos días después de su liberación, Carlos Arturo Betancourt y su familia comenzaron a recibir amenazas de muerte vía telefónica por no haber pagado el dinero restante para la liberación.  Indican que mediante comunicaciones de 1º de marzo de 2000 la presunta víctima habría puesto estos hechos en conocimiento del Jefe del GAULA Regional de Medellín, el Comandante de la Cuarta Brigada del Ejército y el Comandante de la Policía Metropolitana de Medellín y además habría solicitado protección para él y su familia.  Sin embargo, señala que no se habría implementado ninguna medida de seguridad.
11. Alega que la situación de seguridad de la presunta víctima y su familia se habría tornado insostenible por lo que, en marzo de 2000, Carlos Arturo Betancourt y sus hijos Carlos David y July Susana se vieron obligados a dejar el país y radicarse en la ciudad de Miami, Estados Unidos.  Alega que Carlos Arturo Betancourt se habría visto imposibilitado de trabajar en los Estados Unidos, que sus hijos Carlos David y July Susana habrían tenido que abandonar sus estudios y que su hija mayor Claudia Andrea Betancourt habría tenido que dejar sus estudios universitarios de medicina en Medellín y refugiarse en la ciudad de Bogotá.  Señala que la madre y hermanos de la presunta víctima se vieron obligados a salir del país hacia Costa Rica.
12. El peticionario señala que Carlos Arturo Betancourt tenía dos microempresas en la ciudad de Medellín de nombre SUMIDAN y DOTAEMPRESAS Y CIA LIMITADA dedicadas a la fabricación y comercialización de ropa y calzado de trabajo.  Alega que ante la ausencia de la presunta víctima, quien se desempeñaba como gerente de las empresas, y por la negligencia del Estado en garantizar su seguridad y la de su familia, las empresas habrían sido liquidadas.
13. El peticionario alega que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, la libertad personal, las garantías judiciales y la protección judicial, protegidos en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado.

14. El peticionario alega que el Estado también asumió la obligación de respetar la inmunidad de la población civil contra un ataque directo o indirecto tal como se encuentra establecido en el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949 así como el artículo 13 del Segundo Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del cual Colombia es Estado parte.  Al respecto, señala que Carlos Arturo Betancourt es un civil ajeno al conflicto armado en Colombia por lo que el Estado le debe brindar la protección necesaria.  En cuanto a las normas de Derecho Internacional Humanitario, el peticionario alega que las mismas pueden ser utilizadas como criterio auxiliar de interpretación de las normas de derechos humanos.

15. En cuanto a la investigación penal, el peticionario alega que con base en la denuncia interpuesta el 15 de noviembre de 1999, la Fiscalía 47 especializada destacada ante el GAULA inició una investigación previa el 18 de noviembre de 1999 y ordenó la práctica de pruebas, las cuales fueron evacuadas por la Unidad Investigativa del GAULA.  Indica que el 5 de septiembre de 2003 el Fiscal Jefe de la Unidad de Fiscalía Especializada decidió el archivo provisional de las diligencias.
16. En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana, el peticionario alega que resultan aplicables las excepciones establecidas en los artículos 46(2)(b) y (c) en vista de que la presunta víctima se habría visto impedida de acceder a los recursos disponibles y se habría verificado un retardo injustificado en la resolución de la denuncia que se habría interpuesto en noviembre de 1999.

17. En cuanto a los argumentos del Estado sobre la ausencia de constitución en parte civil dentro del proceso penal de Carlos Arturo Betancourt (ver Infra III.B), el peticionario alega que en el caso concreto la constitución en parte civil resultaba inconveniente en razón de las circunstancias de desprotección que atravesaba la presunta víctima.  Alega adicionalmente que el impulso de la investigación penal es una carga del Estado.
B.
Posición del Estado
18. En cuanto al requisito del previo agotamiento de los recursos de jurisdicción interna, el Estado alega que en relación con los presuntos hechos que sustentan el reclamo ha proporcionado y continúa proporcionando, en lo pertinente, recursos internos adecuados de conformidad con la Convención Americana, por lo que los recursos internos no se encuentran agotados.
19. En cuanto al proceso penal el Estado confirma que se dio apertura a una investigación previa ante la Fiscalía 47 Especializada ante el GAULA de Medellín.  Alega que los familiares de la presunta víctima manifestaron a los agentes asignados a la investigación, su deseo de negociar directamente con los captores la liberación de Carlos Arturo Betancourt, y por ningún motivo intentar un operativo de rescate.  Indican que ante la decisión de la familia el GAULA brindó asesoría con respecto a la negociación, gracias a la cual Carlos Arturo Betancourt fue liberado.

20. El Estado alega que si bien es su obligación dar impulso de oficio a la investigación, en delitos como el secuestro es de vital importancia la colaboración eficaz de las víctimas y sus familiares ya sea a través de la constitución como parte civil en el proceso penal o demostrando un interés legítimo en la investigación.  Alega que la presunta víctima y sus familiares no mostraron interés en intervenir en el proceso, no obstante el Estado adelantó las diligencias pertinentes a fin de esclarecer los hechos y determinar a los posibles responsables
.
21. Alega que ante la imposibilidad de identificar a los responsables la Fiscalía decretó la suspensión de la investigación provisional y señaló que contra dicha resolución proceden los recursos de reposición y apelación, los cuales no fueron interpuestos.  Alega además que la investigación puede ser reabierta una vez aparezcan nuevas pruebas, ya sea aportadas de oficio o por la presunta víctima o sus familiares.
22. Alega que en razón de una eventual reparación del daño a Carlos Arturo Betancourt y a su familia el peticionario podía acceder a la demanda civil si consideraba que los responsables eran terceros ajenos al Estado o a la acción de reparación directa si consideraba que los responsables eran agentes del Estado, sin embargo el peticionario no los habría interpuesto.
23. Asimismo, alega que la presunta víctima tenía a su disposición la acción de tutela a fin de lograr la protección de su derecho a la seguridad personal
.  Alega que la tutela es un mecanismo judicial expedito y que carece de formalismos en su presentación.
24. El Estado alega también que la Comisión carece de competencia ratione materia para declarar violaciones, alegadas por el peticionario, al artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949
 por lo que dicho aspecto del reclamo debe ser declarado inadmisible.  Alega que la Comisión carece de competencia ratione personae para conocer de peticiones relativas a personas jurídicas como en este caso lo serían las empresas de nombre SUMIDAN y DOTAEMPRESAS Y CIA LIMITADA de Carlos Arturo Betancourt
.
25. Alega también que los reclamos del peticionario no caracterizan, siquiera prima facie, posibles violaciones a la Convención Americana.  Al respecto, sostiene que los hechos alegados son responsabilidad de terceros y no de agentes del Estado y que además no se presentan pruebas que demuestren que Carlos Arturo Betancourt era objeto en la época de los hechos de un riesgo real, cierto y presente contra su vida y su libertad personal.
26. En sus consideraciones finales el Estado solicita que la petición sea declarada inadmisible con base en que los hechos no caracterizan violaciones a la Convención Americana, que aun subsisten recursos adecuados y efectivos de conformidad con el artículo 46(1)(a) y que la Comisión carece de competencia ratione personae en lo relativo a presuntas violaciones de derechos humanos cometidas contra personas jurídicas y ratione materiae con relación a los alegatos de violación de normas de Derecho Internacional Humanitario.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
27. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quien el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte en la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

28. La petición señala que el perjuicio económico causado a las dos microempresas de la presunta víctima, las personas jurídicas SUMIDAN y DOTAEMPRESAS Y CIA LIMITADA, constituyen una afectación a los derechos de la presunta víctima.  Por su parte el Estado sostiene que la CIDH carece de competencia ratione personae para analizar una petición presentada a favor de una persona jurídica por estar éstas excluidas de los sujetos a los cuales la Convención otorga protección.
29. Al respecto, la Comisión ha reiterado que el Preámbulo de la Convención Americana y su artículo 1.2 establecen que “para los propósitos de esta Convención, 'persona' significa todo ser humano”, y que la protección otorgada por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos se limita sólo a las personas naturales
.  Por lo tanto, la Comisión carece de competencia ratione personae para pronunciarse sobre alegatos de violaciones contra personas jurídicas como SUMIDAN y DOTAEMPRESAS Y CIA LIMITADA.  Sin embargo, como ya se ha señalado, la CIDH tiene competencia ratione personae para examinar la petición con relación a las personas naturales respecto de quienes se alegan violaciones a sus derechos en el presente informe.
30. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.

31. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  En cuanto a las normas del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo Adicional II) a los Convenios de Ginebra de 1949 y el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949 la Comisión puede utilizarlos como pauta de interpretación de las obligaciones convencionales, a la luz de lo establecido en el artículo 29 de la Convención, y los principios de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados.

B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

32. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.

33. El artículo 46(2) de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

Según ha establecido la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte del peticionario, tiene la carga de demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

34. En el presente caso el Estado alega que la petición no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana dado que existe un proceso penal en suspensión provisional que podría ser reabierto una vez aparezcan nuevas pruebas y que además el peticionario no interpuso los recursos de reposición o apelación contra el decreto de suspensión provisional.  Asimismo, alega que el peticionario no habría interpuesto una demanda civil si consideraba que los responsables eran terceros ajenos al Estado o una acción de reparación directa si consideraba que los responsables eran agentes del Estado o una acción de tutela para lograr la protección de su derecho a la seguridad personal.  Por su parte, el peticionario alega que resultan aplicables las excepciones establecidas en los artículos 46(2)(b) y (c) en vista de que la presunta víctima se habría visto impedida de acceder a los recursos disponibles y se habría verificado un retardo injustificado en la resolución de la denuncia que se habría interpuesto en noviembre de 1999.
35. En vista de las alegaciones de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en un caso como el presente, a la luz de la jurisprudencia del sistema interamericano.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión considera que los hechos expuestos por el peticionario comprenden la presunta vulneración de la libertad personal que se traduce en la legislación interna en un delito perseguible de oficio cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsado por el Estado mismo.

36. La Comisión nota que habiendo transcurrido más de diez años de ocurridos los presuntos hechos iniciales del reclamo, la investigación penal estaría suspendida desde el 5 de septiembre de 2003.  Por lo tanto, dadas las características del presente caso y la alegada falta de protección desde antes del presunto secuestro hasta que Carlos Arturo Betancourt y sus familiares salieron del país, así como el lapso transcurrido desde los hechos materia de la petición, la Comisión considera que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana respecto del retardo en el desarrollo del proceso penal interno, por lo cual el requisito previsto en materia de agotamiento de recursos internos no resulta exigible.

37. En cuanto a la demanda civil, alegada como idónea por el Estado, ésta se encuentra exclusivamente encaminada a obtener indemnizaciones por daños y perjuicios causados por el delito o culpa individual más no a lograr el esclarecimiento de lo alegado por el peticionario, es decir la responsabilidad estatal por no haber adoptado las medidas debidas de prevención y respuesta.  Por lo tanto, no es necesario que este tipo de recurso sea agotado a los efectos de analizar la admisibilidad del presente caso.
38. En cuanto a la jurisdicción contencioso administrativa, la Comisión ha sostenido reiteradamente
 que dicha vía no constituye un recurso idóneo a efectos de analizar la admisibilidad de un reclamo de la naturaleza del presente ante la Comisión.  La jurisdicción contencioso administrativa, es un mecanismo que procura la supervisión de la actividad administrativa del Estado, y que únicamente permite obtener una indemnización por daños y perjuicios causados por la acción u omisión de agentes del Estado.  Consecuentemente, no constituye el recurso idóneo a los efectos de analizar la admisibilidad del presente caso.
39. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46(2) de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46(2), por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

40. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 46(2)(c) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

41. En el presente caso, la petición fue recibida el 18 de septiembre de 2000 y los hechos materia del reclamo habrían iniciado entre el 14 de noviembre de 1999 y el 17 de febrero de 2000, la investigación penal fue suspendida provisionalmente el 5 de septiembre de 2003 y sus presuntos efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, así como el hecho de que aún una investigación se encuentra pendiente, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

42. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

43. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que en cuanto al reclamo del peticionario sobre la falta de respuesta del Estado ante la amenaza inicial recibida por la presunta víctima, la cual habría sido puesta en conocimiento de las autoridades, y su posterior toma como rehén por un grupo armado ilegal en relación con los artículos 5 y 7 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 1(1) del mismo Tratado, los alegatos planteados requieren de un análisis de fondo bajo los estándares de la Convención Americana.
44. Asimismo, la Comisión observa que en cuanto al reclamo del peticionario sobre la falta de respuesta del Estado ante las amenazas recibidas con posterioridad a la liberación de la presunta víctima contra ésta y sus familiares, las cuales habrían sido puestas en conocimiento de las autoridades en relación con el artículo 5 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 1(1) del mismo Tratado, los alegatos planteados requieren de un análisis de fondo bajo los estándares de la Convención Americana.
45. La Comisión observa que en cuanto a las amenazas contra Carlos Arturo Betancourt Estrada y su familia, el peticionario presentó reclamos respecto a la falta de esclarecimiento judicial de los hechos por parte del Estado que podrían caracterizar violaciones a los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial protegidos en los artículos 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.
46. En cuanto al reclamo del peticionario sobre la presunta violación del artículo 4 de la Convención Americana, la Comisión analizará la alegada falta de medidas de prevención y protección en relación con el deber de garantía del artículo 5.  Asimismo, el peticionario no ofreció alegatos o sustento que den lugar a la necesidad de analizar la situación alegada bajo el artículo 4 de la Convención.
V.
CONCLUSIONES
47. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 5, 7, 8(1) y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Asimismo, concluye que corresponde declarar inadmisibles los reclamos sobre la presunta violación del artículo 4 de la Convención Americana.
48. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 5, 7, 8(1) y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención.

2. Notificar esta decisión al Estado colombiano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de octubre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� El peticionario hace referencia al Informe de cumplimiento de orden de trabajo del GAULA, 15 de agosto de 2000.  Anexo al escrito del peticionario recibido en la CIDH el 11 de julio de 2000.


� El Estado hace referencia entre otras a Corte I.D.H., Caso Valle Jaramillo Vs. Colombia, Sentencia de 27 de noviembre de 2008, Serie C, No. 92, párr.100.  Escrito de observaciones del Estado DDH.GOI No. 34757/1761 del 2 de julio de 2009, párr. 24.


� El Estado hace referencia a Corte Constitucional, Sentencia T-719-03, Magistrado Ponente Manuel José Cepeda, 20 de agosto de 2003.  Escrito de observaciones del Estado DDH.GOI No. 68920/3240 del 18 de diciembre de 2009.


� El Estado hace referencia entre otras a Corte I.D.H., Caso Las Palmeras Vs. Colombia, Sentencia de 4 de febrero de 2000, Serie C, No. 67, párrs. 28-34.  Escrito de observaciones del Estado DDH.GOI No. 34757/1761 del 2 de julio de 2009, párrs. 40-44.


� El Estado hace referencia a CIDH, Informe No. 25/04, Petición12.361, Ana Victoria Sánchez Villalobos y otros, Admisibilidad, Costa Rica, 11 de marzo de 2004; CIDH, Informe No. 106/99, Bendeck- COHDINSA, Inadmisibilidad, Honduras, 27 de septiembre de 1999; CIDH, Informe No. 39/99, Mevopal, S.A., Inadmisibilidad, Argentina, 11 de marzo de 1999; CIDH, Informe No. 47/97, Tabacalera Boquerón, S.A., Inadmisibilidad, Paraguay, 16 de octubre de 1997; CIDH, Informe No. 10/91, Caso 10.169, Banco de Lima, Inadmisibilidad, Perú, 22 de febrero de 1991.  Escrito de observaciones del Estado DDH.GOI No. 68920/3240 del 18 de diciembre de 2009.


� Cfr. CIDH Informe No. 10/91, Caso 10.169, Banco de Lima, Inadmisibilidad, Perú, 22 de febrero de 1991 e Informe No. 47/97, Tabacalera Boquerón, S.A., Inadmisibilidad, Paraguay, 16 de octubre de 1997, párrs. 24 y 25.


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, Sentencia de 29 de julio de 1988, párr. 64.


� CIDH, Informe No. 99/09, Petición 12.335, Gustavo Giraldo Villamizar Durán, Colombia, 29 de octubre de 2009, párr. 33.  Ver también CIDH, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrs. 96 y 97, y CIDH. Informe No. 55/97, Caso 11.137, Abella y otros, párr. 392.


� CIDH. Informe No. 74/07, Admisibilidad, José Antonio Romero Cruz y otros (Colombia). 15 de octubre de 2007. párr. 34.





